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Sobre: 
incumplimiento de 
contrato. 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Rodríguez Casillas, la Jueza 
Romero García y la Juez Méndez Miró. 
 
Romero García, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de abril de 2021. 

La parte apelante, el Centro de Restauración Familiar, Inc. (Centro 

de Restauración Familiar), instó el presente recurso de apelación el 8 de 

septiembre de 2020. En él, impugnó la Sentencia emitida el 21 de julio de 

2020, notificada en esa fecha, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Ponce. Mediante esta, el foro primario declaró con lugar una 

solicitud de sentencia sumaria presentada por la apelada, MAPFRE 

PRAICO Insurance Company (MAPFRE), y concluyó que procedía aplicar 

la doctrina de pago en finiquito, por lo que desestimó con perjuicio la 

demanda.  

Examinados los escritos de las partes litigantes a la luz del derecho 

aplicable, y por los fundamentos que expondremos a continuación, 

confirmamos la Sentencia apelada.  

 

 

 
1 Este recurso fue asignado originalmente al Panel II, presidido por la Hon. Nélida Jiménez 
Velázquez. No obstante, conforme a la Orden Administrativa Núm. DJ-2019-187G, según 
enmendada, emitida por la Jueza Presidenta, Hon. Maite D. Oronoz Rodríguez, el 28 de 
enero de 2021, los paneles del Tribunal de Apelaciones fueron reconstituidos. Ello, ante 
el retiro de varios Jueces de Apelaciones, entre los cuales se encuentra el de la Hon. 
Nélida Jiménez Velázquez. La Orden Administrativa de la referencia entró en vigor el 1 de 
febrero de 2021. Véase, también, la Orden Administrativa Núm. TA-2021-026, emitida por 
el Juez Administrador de este Tribunal el 3 de febrero de 2021. 
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I 

 El 4 de septiembre de 2019, el Centro de Restauración Familiar 

incoó una Demanda contra MAPFRE2. En ella, adujo que es dueño de una 

propiedad localizada en Rd. 14 Cerrillos WD, Coto Laurel, en el municipio 

de Ponce. Indicó que, para el 20 de septiembre de 2017, dicha propiedad 

se encontraba cubierta por una póliza de seguro con el número 

1600168001139, expedida por MAPFRE. Señaló que, como consecuencia 

del paso del huracán María por Puerto Rico, su propiedad sufrió graves 

daños. Por tal razón, sometió una reclamación conforme a la póliza de 

seguro aludida. 

 El apelante adujo que, como respuesta a su reclamación, MAPFRE 

se negó a cumplir con sus obligaciones contractuales, como proveer una 

compensación justa por los daños que había sufrido su propiedad. Además, 

arguyó que la parte apelada había actuado de mala fe y había incurrido en 

prácticas desleales, al fallar en el cumplimiento de los términos del contrato 

de seguro. En virtud de ello, el Centro de Restauración Familiar solicitó una 

indemnización por concepto de los daños a la propiedad, costas y 

honorarios de abogado.  

 El 14 de febrero de 2020, MAPFRE presentó su Contestación a 

Demanda3. En esta, negó los hechos relacionados con supuestas prácticas 

desleales e incumplimiento de contrato. En síntesis, afirmó que había 

cumplido con todas las disposiciones del Código de Seguros de Puerto 

Rico relacionadas a la investigación, ajuste y valorización de los daños 

evaluados en la reclamación instada por el Centro de Restauración 

Familiar. Asimismo, indicó que había actuado de forma diligente y de buena 

fe en el ajuste de la reclamación, en cumplimiento con las disposiciones del 

contrato de seguro entre las partes. 

  

 
2 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 1-7.  
 
3 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 12-20.  
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Luego de varias incidencias procesales, el 7 de abril de 2020, 

MAPFRE presentó una Moción de Sentencia Sumaria4. En ella, propuso la 

existencia de once (11) hechos incontrovertidos, los cuales reflejaban que 

su obligación conforme a la póliza se había extinguido por virtud de la 

doctrina de pago en finiquito. En específico, adujo que, el 14 de octubre de 

2017, el Centro de Restauración Familiar presentó una reclamación al 

amparo de la póliza de seguro, a la cual se le asignó el número 

20171278298. Indicó que inspeccionó la propiedad y, luego, procedió a 

realizar el ajuste de la pérdida.  

Ante ello, el 8 de mayo de 2018, MAPFRE cursó una misiva al 

Centro de Restauración Familiar, por conducto de su productor de seguros, 

mediante la cual notificó y proveyó un desglose del ajuste de su 

reclamación por los daños a su propiedad y le informó de su derecho a 

solicitar reconsideración5. Así pues, MAPFRE expidió un cheque por la 

cantidad de $2,250.75, a favor del Centro de Restauración Familiar, como 

pago total y final de la reclamación número 20171278298. Por su parte, la 

parte apelante aceptó, endosó y cobró el referido cheque, según surge del 

cheque cancelado6. Por todo lo cual, MAPFRE adujo que se había 

configurado la doctrina de pago en finiquito. En consecuencia, solicitó la 

desestimación con perjuicio de la demanda presentada por el Centro de 

Restauración Familiar.  

El 8 de abril de 2020, el foro primario emitió una orden en la cual 

concedió al Centro de Restauración Familiar hasta el 7 de mayo de 2020 

para presentar su oposición a la solicitud de sentencia sumaria7. No 

obstante, el 15 de julio de 2020, el Centro de Restauración Familiar, en 

lugar de presentar su oposición, presentó una moción de prórroga8 para 

 
4 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 24-38. 
  
5 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 44-53.  
 
6 Véase, apéndice del recurso, a la pág. 54.  
 
7 Véase, apéndice del recurso, a la pág. 55. 
 
8 Debido a los efectos de la pandemia del coronavirus sobre Puerto Rico, el Tribunal 
Supremo de Puerto Rico emitió la Resolución EM-2020-12. Conforme a ella, los términos 
para la presentación de los escritos judiciales ante los tribunales, que vencían entre el 16 
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cumplir con la orden dictada el 8 de abril de 2020. El Tribunal de Primera 

Instancia emitió una Resolución el 21 de julio de 2020, mediante la cual 

declaró sin lugar dicha solicitud de prórroga9.  

Asimismo, el 21 de julio de 2020, notificada en esa fecha, el Tribunal 

de Primera Instancia emitió la Sentencia objeto de revisión en este 

recurso10. Mediante el referido dictamen, declaró con lugar la solicitud de 

sentencia sumaria presentada por MAPFRE. Además, el tribunal concluyó 

que aplicaba la doctrina de pago en finiquito, por lo que desestimó con 

perjuicio la demanda instada por el Centro de Restauración Familiar.  

 En desacuerdo, el 5 de agosto de 2020, la parte apelante presentó 

una Moción de Reconsideración11. El 6 de agosto de 2020, notificada en 

esa misma fecha, el foro primario declaró sin lugar la solicitud de 

reconsideración12.  

Inconforme aún, el 8 de septiembre de 2020, el Centro de 

Restauración Familiar acudió ante este Tribunal y señaló la comisión del 

siguiente error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al determinar que se 
habían configurado los elementos necesarios para aplicar la 
doctrina de pago en finiquito y que no existían hechos 
materiales en controversia y proceder a declarar ha lugar la 
moción de sentencia sumaria, desestimando así la demanda.  

 
(Mayúsculas y énfasis omitidos).  
 

En síntesis, el Centro de Restauración Familiar adujo que no se 

había configurado la figura de pago en finiquito y que sí existían hechos 

materiales en controversia, que impedían la adjudicación sumaria del 

pleito. En particular, señaló que la comunicación de MAPFRE del 8 de 

 
de marzo y el 14 de junio de 2020, quedaron extendidos hasta el 15 de julio de 2020. In 
re: Medidas Judiciales ante la situación de emergencia de salud por el Covid-19, emitida 
el 22 de mayo de 2020, 2020 TSPR 44. Véase, apéndice del recurso, a las págs. 58-59. 
  
9 En específico, el foro primario concluyó que las excusas articuladas por el Centro de 
Restauración Familiar eran generales e injustificadas, particularmente, a la luz de que 
la solicitud de sentencia sumaria se había presentado el 7 de abril de 2020, y de que la 
excusa a los efectos de problemas con la identificación de la póliza era patentemente 
errada, pues la demanda misma identificaba, en su alegación número once (11), el número 
de la póliza. Véase, apéndice del recurso, a la pág. 66.   
 
10 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 65-68.  
 
11 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 69-96.  
 
12 Véase, apéndice del recurso, a la pág. 163.  
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mayo de 2018 resultaba confusa, pues apercibía del derecho a 

reconsiderar el ajuste y sobre el hecho de que la aceptación del pago no 

conllevaba la renuncia a su derecho a reconsiderar.  

Por su parte, el 2 de octubre de 2020, MAPFRE presentó su escrito 

en oposición. En él, arguyó que el Centro de Restauración Familiar no 

había controvertido los hechos materiales sobre la aplicación de la figura 

de pago en finiquito. Argumentó que la supuesta confusión provocada por 

la carta de cierre del 8 de mayo de 2018, no fue tal, pues se le apercibió de 

su derecho a reconsiderar, sin embargo, el Centro de Restauración Familiar 

no lo hizo oportunamente, sino que endosó y depositó el cheque. En fin, 

esgrimió que el foro primario actuó conforme a derecho al desestimar el 

caso al amparo de la doctrina de pago en finiquito. A eso efectos, solicitó 

que confirmáramos la Sentencia apelada. Evaluados los argumentos de las 

partes litigantes, resolvemos.  

II 

A 

La Regla 36.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, establece que 

una moción de sentencia sumaria debe estar fundada en declaraciones 

juradas, o en aquella evidencia que demuestre la inexistencia de una 

controversia sustancial de hechos esenciales y pertinentes. En su 

consecuencia, podrá dictarse sentencia sumaria cuando no exista ninguna 

controversia real sobre los hechos materiales y esenciales del caso y, 

además, si el derecho aplicable lo justifica. SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414, 430 (2013).   

Un hecho material “es aquel que puede afectar el resultado de la 

reclamación de acuerdo al derecho sustantivo aplicable”. Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010). A su vez, la controversia relacionada 

a un hecho material debe ser real, “por lo que cualquier duda es insuficiente 

para derrotar una Solicitud de Sentencia Sumaria”. Íd., a las págs. 213-214.   

Así, el Tribunal Supremo ha señalado que, “la parte que solicita la 

sentencia sumaria en un pleito está en la obligación de demostrar, fuera de 
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toda duda, la inexistencia de una controversia real sobre todo hecho 

pertinente que a la luz del derecho sustantivo determinaría una sentencia 

a su favor como cuestión de ley”. Rivera, et al. v. Superior Pkg., Inc., et al., 

132 DPR 115, 133 (1992). A su vez, “[a]l considerar la moción de sentencia 

sumaria se tendrán como ciertos los hechos no controvertidos que consten 

en los documentos y las declaraciones juradas ofrecidas por la parte 

promovente.” Piñero v. A.A.A., 146 DPR 890, 904 (1998).   

 Con relación a los hechos relevantes sobre los que se plantea la 

inexistencia de una controversia sustancial, la parte promovente “está 

obligada a desglosarlos en párrafos debidamente enumerados y, para cada 

uno de ellos, especificar la página o el párrafo de la declaración jurada u 

otra prueba admisible en evidencia que lo apoya”. SLG Zapata-Rivera v. 

J.F. Montalvo, 189 DPR, a la pág. 432. Por su lado, la parte promovida tiene 

el deber de refutar los hechos alegados, con prueba que controvierta la 

exposición de la parte que solicita la sentencia sumaria. López v. Miranda, 

166 DPR 546, 563 (2005).  

Por último, no procede resolver un caso por la vía sumaria cuando: 

(1) existen hechos materiales y esenciales controvertidos; (2) hay 

alegaciones alternativas en la demanda que no han sido refutadas; (3) 

surge de los propios documentos que se acompañan con la moción una 

controversia real sobre algún hecho material y esencial; o, (4) como 

cuestión de derecho no procede. Echandi v. Stewart Title Guaranty Co., 

174 DPR 355, 368 (2008). Además, un tribunal no deberá dictar sentencia 

sumaria cuando existen elementos subjetivos de intención, negligencia, 

propósitos mentales o cuando el factor de credibilidad es esencial. Carpets 

& Rugs v. Tropical Reps, 175 DPR 615, 638 (2009). 

B 

En nuestro ordenamiento jurídico, la industria de seguros está 

revestida de un gran interés público debido a su importancia, complejidad 

y efecto en la economía y la sociedad. Jiménez López et al. v. SIMED, 180 

DPR 1, 8 (2010); SLG Francis-Acevedo v. SIMED, 176 DPR 372, 384 
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(2009). Como resultado de ello, el negocio de seguros ha sido regulado 

ampliamente por el Estado, principalmente mediante el Código de Seguros 

de Puerto Rico, Ley Núm. 77 del 19 de junio de 1957, según enmendada, 

26 LPRA sec. 101 et seq. (Código de Seguros); Echandi Otero v. Stewart 

Title Guaranty Co., 174 DPR, a la pág. 369.  

El Código define el contrato de seguros como aquel “contrato 

mediante el cual una persona se obliga a indemnizar a otra o a pagarle o a 

proveerle un beneficio específico o determinable al producirse un suceso 

incierto previsto en el mismo”. Art. 1.020 del Código de Seguros, 26 LPRA 

sec. 102. Sobre el contrato de seguros, el Tribunal Supremo ha expresado 

que:  

[…] Es un mecanismo para enfrentar la carga financiera que 
podría causar la ocurrencia de un evento en específico.  
 
Los aseguradores, mediante este contrato, asumen la carga 
económica de los riesgos transferidos a cambio de una prima. 
El contrato de seguros es, pues, un contrato voluntario 
mediante el cual, a cambio de una prima, el asegurador 
asume unos riesgos. La asunción de riesgos es, por lo tanto, 
uno de los elementos principales de este contrato. En 
resumen, en el contrato de seguros se transfiere el riesgo a 
la aseguradora a cambio de una prima y surge una obligación 
por parte de ésta de responder por los daños económicos que 
sufra el asegurado en caso de ocurrir el evento específico.  

 
Coop. Ahorro y Créd. Oriental v. S.L.G., 158 DPR 714, 721 (2003). (Cita 
omitida). 

 
Existen distintos tipos de contratos de seguros. Entre estos, se 

encuentra el contrato de seguro de propiedad. El Art. 4.040 del Código de 

Seguros, 26 LPRA sec. 404, define el contrato de seguro de propiedad 

como “el seguro de toda clase de bienes raíces o muebles, e interés sobre 

los mismos, contra pérdida o daños por cualquier riesgo o causa, y contra 

pérdida como consecuencia de tales pérdidas o daños, que no sea una 

responsabilidad legal no contractual por tales pérdidas o daños”.  

Ahora bien, el Capítulo 27 del Código de Seguros atiende todo lo 

relacionado a prácticas desleales y fraude. Su propósito es “regular las 

prácticas comerciales en el negocio de seguros, definiendo o disponiendo 

para la determinación de todas las prácticas en Puerto Rico que constituyen 

métodos desleales de competencia, o actos o prácticas engañosas, y 
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prohibiendo las prácticas comerciales que así se definan o determinen”. 

Art. 27.010 del Código de Seguros, 26 LPRA sec. 2701. 

En particular, el Art. 27.161 del Código de Seguros regula las 

prácticas desleales en el ajuste de reclamaciones. El precitado artículo 

alude a que:  

En el ajuste de reclamaciones ninguna persona incurrirá o 
llevará a cabo, cualquiera de las siguientes prácticas 
desleales: 
 
 (1) Hacer falsas representaciones de los hechos o de los 
términos de una póliza, relacionados con una cubierta en 
controversia.  
 
(2) Dejar de acusar recibo y no actuar con razonable 
diligencia dentro de los noventa (90) días, luego de radicada 
y notificada una reclamación bajo los términos de una póliza.  
 
(3) Dejar de adoptar e implementar métodos razonables para 
la rápida investigación de las reclamaciones que surjan bajo 
los términos de una póliza. 
 
(4) Rehusar pagar una reclamación sin llevar a cabo una 
investigación razonable basada en la información disponible. 
.              .            .             .            .            .            .             . 

   
(6) No intentar de buena fe de llevar a cabo un ajuste rápido, 
justo y equitativo de una reclamación de la cual surja 
claramente la responsabilidad. 
.              .            .             .            .            .            .             . 

 
(13) Negarse a ofrecer una explicación razonable de los 
términos de una póliza en relación con los hechos y la ley 
aplicable, para la denegación de una reclamación o de una 
oferta de transacción. 
.              .            .             .            .            .            .             . 
 

26 LPRA sec. 2716a.  
  

Cualquier persona podrá incoar una acción civil contra una 

aseguradora de haber sufrido daños a consecuencia de prácticas desleales 

en el ajuste de reclamaciones. Art. 27.164 del Código de Seguros, 26 LPRA 

sec. 2716d. Este artículo dispone, además, que se podrá instar una acción 

civil: 

.              .            .             .            .            .            .             . 
 
b. Por la comisión de cualesquiera de estos actos por las 
aseguradoras cubiertas bajo esta Ley: 
 
i. No intentar resolver de buena fe las reclamaciones cuando, 
bajo un análisis de la totalidad de las circunstancias, podría y 
debería haberlo hecho, así como cuando no actúa justa y 
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honestamente hacia su asegurado y en consideración de sus 
intereses; 
  
ii. Realizar pagos de reclamaciones a asegurados o 
beneficiarios que no vayan acompañados de una declaración 
escrita que establezca la cubierta bajo qué se están 
realizando los pagos; o  
 
iii. Al no resolver las reclamaciones con prontitud, cuando sea 
clara la responsabilidad de la aseguradora bajo los términos 
de una de las secciones de cubierta de la póliza de seguro 
con el fin de influir en los asentamientos bajo otras porciones 
o secciones de la cubierta bajo la póliza de seguro. 
 
.              .            .             .            .            .            .             . 
 

C 

 Las obligaciones nacen de la ley, de los contratos y cuasicontratos, 

y de los actos y omisiones ilícitos en que intervenga cualquier género de 

culpa o negligencia. Art. 1042 del Código Civil, 31 LPRA sec. 2992. De otra 

parte, el Art. 1110 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3151, dispone que una 

de las causas para extinguir las obligaciones es el pago o cumplimiento. 

Nuestro ordenamiento jurídico reconoce la existencia de varias 

formas especiales de pago, mediante las cuales se puede satisfacer o 

saldar una obligación. Entre ellas, la doctrina del pago o aceptación en 

finiquito (accord and satisfaction). O. Soler Bonnin, Obligaciones y 

Contratos, Manual para el Estudio de la Teoría General de las Obligaciones 

y del Contrato en el Derecho Civil Puertorriqueño, Ediciones Situm, 2014, 

págs. 82-87.  

En virtud de dicha doctrina, un deudor puede satisfacer lo adeudado 

a su acreedor mediante una oferta de pago por una cantidad menor a la 

reclamada. Para que opere la doctrina de pago en finiquito deben concurrir 

los siguientes requisitos, a saber: (1) una reclamación ilíquida o sobre la 

cual exista una controversia bona fide; (2) un ofrecimiento de pago por el 

deudor; y, (3) una aceptación del ofrecimiento de pago por el acreedor. H. 

R. Elec., Inc. v. Rodríguez, 114 DPR 236, 240 (1983); López v. South PR 

Sugar Co., 62 DPR 238, 243 (1943). 

En cuanto al primer requisito, el Tribunal Supremo ha establecido 

que, además de la iliquidez de la deuda, se requiere la “ausencia de 
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opresión o indebida ventaja de parte del deudor sobre su acreedor”. H. R. 

Elec. Inc. v. Rodríguez, 114 DPR, a la pág. 241. Sobre el segundo requisito, 

ha manifestado que el mismo se cumple cuando la parte acreedora 

entiende que el ofrecimiento ha sido entregado como pago final, a pesar de 

que el mismo no venga acompañado por declaraciones o actos que 

claramente indiquen que el pago ofrecido por el deudor al acreedor es en 

pago total, completo y definitivo de la deuda existente entre ambos. Íd.  

En su tercer requisito, el Tribunal Supremo ha aclarado que la mera 

retención del cheque emitido por el deudor no equivale a una 

aceptación del pago por parte del acreedor. Este cuenta con un tiempo 

razonable para que investigue y consulte cuál es el mejor proceder. De 

manera que, para que se cumpla con el tercer requisito, es necesario que 

el acreedor manifieste actos claramente indicativos de la aceptación de la 

oferta de pago. Íd., a las págs. 243-244.  

A esos efectos, la jurisprudencia ha reconocido que, si el deudor 

envía un cheque al acreedor como pago total de una deuda, y el 

acreedor lo endosa y lo cobra, aunque se reserve en el endoso o de 

otra forma el derecho de reclamar cualquier diferencia, se extingue la 

deuda por efecto del pago o aceptación en finiquito. O. Soler Bonnin, 

op. cit., a la pág. 86. Véase, además, A. Martínez v. Long Const. Co., 101 

DPR 830, 834 (1973). Por último, la jurisprudencia ha establecido que: 

Siendo un requisito sine qua non para que la doctrina de 
accord and satisfaction sea aplicable, que la reclamación sea 
ilíquida o que sobre la misma exista controversia bona fide, 
parece obvio que cuando el acreedor en las circunstancias 
indicadas recibe del deudor y hace suya una cantidad menor 
que la que él reclama, el acreedor está por ello impedido de 
reclamar la diferencia entre lo recibido y lo por él reclamado.  

 
H. R. Elec., Inc. v. Rodríguez, 114 DPR, a la pág. 240, citando de López v. 
South P.R. Sugar Co., 62 DPR, a las págs. 244-245.  
 

Como consecuencia de que al acreedor se le hace un ofrecimiento 

de pago sujeto a la condición de que al aceptarlo se entenderá en saldo de 

su reclamación, este tiene el deber de devolver al deudor la cantidad 

ofrecida, si no está conforme con dicha condición. No puede el 

acreedor aprovecharse de la oferta de pago que de buena fe le hace el 
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deudor, para después de recibirla, reclamar el balance. H. R. Elec., Inc. v. 

Rodríguez, 114 DPR, a la pág. 240. Por el contrario, de no aceptar la oferta 

de pago, entonces el acreedor puede incoar un pleito y reclamar el pago 

total de la deuda. Íd.  

III 

De entrada, debemos señalar que el presente caso versa sobre la 

concesión de una sentencia sumaria. Así pues, debemos proceder 

conforme al estándar de revisión de la denegatoria o concesión de una 

moción de sentencia sumaria, según lo resuelto en Meléndez González v. 

M. Cuebas, 193 DPR 100 (2015). En primer lugar, debemos determinar si 

ambas partes cumplieron con los requisitos de forma codificados en la 

Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. Veamos. 

En su solicitud de sentencia sumaria, MAPFRE expuso once (11) 

hechos como incontrovertidos. Además, acompañó prueba documental 

para sustentar sus alegaciones y establecer la inexistencia de hechos 

materiales que permitían dictar sentencia sumaria. A la luz de los hechos y 

del derecho expuestos, concluyó que se había extinguido la obligación de 

la reclamación instada por el Centro de Restauración Familiar al 

configurarse la doctrina de pago en finiquito. Por tanto, solicitó que se 

desestimase la demanda incoada. 

Luego de una evaluación de la solicitud de sentencia sumaria de 

MAPFRE, concluimos que esta cumple con el requisito de forma 

establecido en las Reglas de Procedimiento Civil. Así pues, correspondía 

al Centro de Restauración Familiar el deber de refutar los hechos alegados, 

con prueba que controvirtiera la exposición de la parte apelada. No 

obstante, la parte apelante no cumplió con esa carga procesal, pues según 

indicamos anteriormente no compareció oportunamente para presentar su 

oposición a la solicitud de sentencia sumaria.  

En armonía con lo anterior y, luego de analizar la solicitud de 

sentencia sumaria presentada por MAPFRE, concluimos que los hechos 

incontrovertidos esbozados por Mapfre y acogidos por el foro primario 



  

 

 

KLAN202000682  12 
 

 

están apoyados en la prueba que obra en autos. A tales efectos, los 

hacemos formar parte del presente escrito:  

1. La demandante es dueña de una propiedad localizada en 
Rd. 14 Cerrillos WD, Coto Laurel, PR 00780, Puerto Rico.  
 

2. Dicha propiedad estaba cubierta por la póliza número 
1600168001139 expedida por MAPFRE a favor de Centro 
de Restauración Familiar con cubierta contra huracanes. 

 

3. Dicha póliza aseguraba la estructura de la propiedad de la 
parte demandante hasta un límite de $600,000 para el 
edificio 1, $250,000 para el edificio 2 y $200,000 para el 
edificio 3.   

 

4. La póliza aseguraba las verjas del edificio 1 hasta un límite 
de $30,000.  

 

5. El 20 de septiembre de 2017, dicha propiedad sufrió 
daños a consecuencia del paso del huracán María por 
Puerto Rico.  

 

6. El 14 de octubre de 2017, la demandante sometió una 
reclamación a MAPFRE por los daños ocasionados a la 
propiedad por el paso del huracán María.  

 

7. Luego de culminar la investigación de la reclamación, el 8 
de mayo de 2018, MAPFRE cursó a la demandante una 
carta, por conducto de su productor de seguros, donde le 
informó que el ajuste de su reclamación por daños a la 
propiedad ascendía a $2,250.75, le incluyó el detalle del 
ajuste, y le advirtió del derecho a solicitar reconsideración.  

 

8. Junto con esa carta, MAPFRE incluyó el cheque número 
1815964, por la suma de $2,250.75.  

 

9. En la parte frontal del cheque aparece el número de 
póliza, el número de pérdida o de reclamación, y el 
concepto: “PAGO DE RECLAMACIÓN POR DAÑOS 
OCASIONADOS POR EL HURACÁN MARÍA EN 
09/20/2017.” 

 

10.  En el reverso del cheque y cerca del espacio para endoso 
se desprende lo siguiente: “pago total y definitivo de toda 
obligación, reclamación o cuenta comprendida en el 
concepto indicado en el anverso.” 

 

11. La demandante aceptó, endosó, cambió o depositó el 
cheque y obtuvo su importe.  

Ahora bien, en atención a que los hechos consignados no se 

encuentran en controversia, corresponde revisar de novo si el Tribunal de 

Primera Instancia aplicó correctamente el derecho en este caso. En 

específico, el foro primario determinó que no existía controversia en cuanto 
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a que, a la luz de los hechos particulares de este caso, aplicaba la doctrina 

de pago en finiquito.  

En su único señalamiento de error, el Centro de Restauración 

Familiar aduce que el foro primario incidió al desestimar la demanda, ya 

que de la evidencia provista por MAPFRE no podía concluirse que se 

hubiese configurado la figura de pago en finiquito. En específico, expuso la 

existencia de hechos materiales y esenciales en controversia; en particular, 

los hechos relacionados a las disposiciones del Código de Seguros de 

Puerto Rico, relativas a las prácticas desleales en el ajuste de las 

reclamaciones que, a su vez, viciaron su consentimiento al aceptar el 

cheque de MAPFRE.   

Según al derecho expuesto, nuestro ordenamiento reconoce varios 

métodos de extinguir una obligación. Entre estos, se encuentra el pago en 

finiquito. Para que opere la doctrina de pago en finiquito deben concurrir 

los siguientes requisitos, a saber: (1) una reclamación ilíquida o sobre la 

cual exista una controversia bona fide; (2) un ofrecimiento de pago por el 

deudor; y, (3) una aceptación del ofrecimiento de pago por el acreedor. H. 

R. Elec., Inc. v. Rodríguez, 114 DPR, a la pág. 240. 

En lo atinente a la presente controversia, los hechos incontrovertidos 

demuestran que el Centro de Restauración Familiar presentó una 

reclamación a MAPFRE, al amparo de la póliza expedida a su favor. Esto, 

debido a los daños ocasionados por el huracán María a su propiedad. 

Luego, MAPFRE le asignó a la reclamación el número 20171278298. En 

virtud de los hechos antes indicados, se configuró el primer requisito para 

la aplicación de la doctrina de pago en finiquito. Es decir, nació una 

reclamación ilíquida o sobre la cual existía una controversia bona fide, 

pues, a raíz de la reclamación instada, existía duda sobre los daños que 

había sufrido la propiedad cubierta por la póliza de seguro expedida por 

MAPFRE. Además, nació una controversia sobre la cuantía de daños a ser 

resarcida por la parte apelada, conforme a los términos y condiciones de la 

póliza de seguro suscrita por ambas partes.  
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Así las cosas, MAPFRE llevó a cabo una inspección de la propiedad 

y procedió a realizar un ajuste de la pérdida. Después de los ajustes 

correspondientes, emitió un cheque con la numeración 1815964, a favor 

del Centro de Restauración Familiar. El aludido cheque fue expedido en 

concepto del pago total de la reclamación número 20171278298.  

En virtud de lo anterior, concluimos que MAPFRE cumplió con el 

segundo requisito para configurar la doctrina de pago en finiquito. Es decir, 

luego de realizar la correspondiente inspección de la propiedad, MAPFRE 

ofreció un pago como total y final de la reclamación instada por el Centro 

de Restauración Familiar. Específicamente, el pago fue en concepto de los 

daños a la estructura ocasionados por el huracán María. Por lo tanto, 

resulta forzoso concluir que MAPFRE consignó claramente en el cheque 

que el pago ofrecido era uno total y definitivo, por concepto de la deuda 

existente entre ambos.  

Posteriormente, el Centro de Restauración Familiar endosó y 

cambió el cheque número 181596413. En lo pertinente, el cheque indicaba 

que el endoso de este constituiría el pago total y definitivo de toda 

obligación, reclamación o cuenta comprendida en el anverso del cheque. 

Es decir, tal y como expusimos, se establecía que el cheque se había 

expedido en concepto del pago de la reclamación por los daños causados 

a la estructura por el huracán María el 09/20/2017.  

Además, la comunicación de MAPFRE del 8 de mayo de 2018 al 

Centro de Restauración Familiar estableció de forma inequívoca que el 

pago por la cantidad de $2,250.75 constituía la indemnización por la 

totalidad de los daños evaluados. Asimismo, dicha carta apercibió a la 

parte apelante, aunque no en el lenguaje más afortunado, de su derecho a 

reconsiderar el ajuste14. No obstante, de los autos ante nuestra 

 
13 Véase, apéndice del recurso, a la pág. 54.  
 
14 En específico, la comunicación de MAPFRE del 8 de mayo de 2018 indicó que: 

.              .            .             .            .            .            .             . 
Aunque el presente pago constituye la indemnización por la totalidad de 
los daños evaluados por MAPFRE y procedemos con el mismo al cierre 
de la reclamación, la aceptación del mismo no impide que el asegurado 
reclame aquellos daños que entienda no fueron contemplados como parte 
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consideración se desprende que el Centro de Restauración Familiar no 

solicitó reconsideración del monto otorgado por MAPFRE, sino que, el 4 de 

septiembre de 2019, presentó la demanda del título.  

Si bien nuestro ordenamiento ha sido enfático en establecer que la 

mera retención del cheque no equivale a una aceptación del pago por parte 

del acreedor, en este caso, el Centro de Restauración Familiar no solo 

retuvo el cheque, sino que, lo endosó y lo cambió. A esos efectos, y 

conforme a los hechos de este caso, resulta forzoso concluir que se 

configuró el tercer requisito exigido para extinguir una obligación conforme 

a la doctrina de pago en finiquito. Nos explicamos. 

En la presente controversia, el Centro de Restauración Familiar 

contaba con un tiempo razonable para investigar y consultar cuál era el 

mejor proceder. Sin embargo, no solicitó la reconsideración del monto 

otorgado. Tampoco realizó actos afirmativos dirigidos a exteriorizar que el 

monto aceptado era en concepto de pago parcial. De igual forma, el Centro 

de Restauración Familiar no presentó prueba de que se hubiera reservado 

en el endoso el derecho a reclamar cualquier diferencia del monto otorgado 

en su reclamación. Por lo tanto, los actos realizados por la apelante fueron 

claramente indicativos de la aceptación de la oferta de pago realizada por 

MAPFRE como total y final de la reclamación número 20171278298. 

Según indicamos anteriormente, si el Centro de Restauración 

Familiar no estaba de acuerdo con la oferta de pago de MAPFRE, su deber 

era devolver el cheque y continuar con su reclamación. Recordemos que 

el acreedor no puede aprovecharse de la oferta de pago que de buena fe 

le hace el deudor, para después de recibirla, reclamar el balance. H. R. 

Elec., Inc. v. Rodríguez, 114 DPR, a la pág. 240. Por el contrario, de no 

aceptar la oferta de pago, entonces el acreedor puede incoar un pleito y 

reclamar el pago total de la deuda. Íd. 

 
de nuestro análisis. De entender que no todos los daños han sido parte 
de nuestro análisis el asegurado puede presentar una solicitud para 
reconsideración por escrito, explicando las discrepancias señaladas, 
enviando su comunicación a uno de las siguientes:  

.              .            .             .            .            .            .             . 
Apéndice del recurso, a la pág. 44.  
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A esos efectos, si el Centro de Restauración Familiar no estaba 

conforme con el ofrecimiento de pago, su deber era devolver el cheque y, 

entonces, recurrir al tribunal. A la luz de que lo endosó y lo cambió, el 

Centro de Restauración Familiar aceptó la oferta de MAPFRE y, con ello, 

se dio por culminada la controversia entre las partes.  

Por lo tanto, luego de analizar los hechos particulares del caso, a la 

luz del derecho aplicable, concluimos que se configuró un pago en finiquito 

de la reclamación número 20171278298 presentada por el Centro de 

Restauración Familiar. En consecuencia, se extinguió la obligación que 

tenía MAPFRE con la parte apelante. Así pues, no erró el Tribunal de 

Primera Instancia al aplicar la figura del pago en finiquito a los hechos del 

presente caso y desestimar la demanda.  

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la Sentencia 

emitida el 21 de julio de 2020, notificada en esa fecha, por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Ponce. 

Notifíquese. 

El juez Rodríguez Casillas disiente con opinión escrita. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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APELACIÓN 

procedente del Tribunal 
de Primera Instancia,  
Sala Superior de Ponce. 

 
Civil núm.:  

PO2019CV03060.  
 
Sobre: 

incumplimiento de 
contrato. 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Rodríguez Casillas, la 

Jueza Romero García y la Juez Méndez Miró. 
 

 

VOTO DISIDENTE DEL JUEZ RODRÍGUEZ CASILLAS 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de abril de 2021. 

En el presente caso debo disentir del voto mayoritario de mis 

distinguidas colegas de panel.  

 La controversia en este caso gira en torno a si existe o no 

controversia para resolver —por sentencia sumaria— si se configuró 

el pago en finiquito por los daños reclamados a la aseguradora/parte 

apelada MAPFRE por parte del apelante, Centro de Restauración 

Familiar. Entiendo que no se configuró. Veamos. 

-I- 

El Centro de Restauración Familiar, Inc., (Centro de 

Restauración Familiar o parte apelante) presentó una demanda el 4 

de septiembre de 2019 contra MAPFRE PRAICO Insurance Company 

(MAPFRE o parte apelada) en el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Ponce (TPI). En resumen, adujo que para el 20 de 

septiembre de 2017 su propiedad, ubicada en Rd. 14 Cerrillos WD, 

Coto Laurel del municipio de Ponce, sufrió graves daños como 

consecuencia del paso del huracán María por Puerto Rico. Indicó 

que la misma se encontraba cubierta por una póliza de seguro con 
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el núm. 1600168001139 de MAPFRE. Adujo que al reclamar los 

daños sufridos, dicha aseguradora incumplió con sus obligaciones 

contractuales al no proveer una compensación justa por los daños 

sufridos en su propiedad. También, le imputó mala fe y prácticas 

desleales, por lo que solicitó una indemnización por concepto de los 

daños a la propiedad, costas y honorarios de abogado.  

El 14 de febrero de 2020 MAPFRE contestó la demanda y negó 

los hechos alegados de las prácticas desleales e incumplimiento de 

contrato.  

Así —y luego de varias trámites procesales— el 7 de abril de 

2020 MAPFRE presentó una moción de sentencia sumaria,1 en la 

que expuso la existencia de once (11) hechos incontrovertidos;2 que 

continuación procedemos a detallar:  

1. La demandante es dueña de una propiedad localizada en 
Rd. 14 Cerrillos WD, Coto Laurel, PR 00780, Puerto Rico.  
 

2. Dicha propiedad estaba cubierta por la póliza número 
1600168001139 expedida por MAPFRE a favor de Centro 
de Restauración Familiar con cubierta contra huracanes. 

 

3. Dicha póliza aseguraba la estructura de la propiedad de 
la parte demandante hasta un límite de $600,000 para el 
edificio 1, $250,000 para el edificio 2 y $200,000 para el 
edificio 3.   

 

4. La póliza aseguraba las verjas del edificio 1 hasta un 
límite de $30,000.  

 

5. El 20 de septiembre de 2017, dicha propiedad sufrió 
daños a consecuencia del paso del huracán María por 
Puerto Rico.  

 

6. El 14 de octubre de 2017, la demandante sometió una 
reclamación a MAPFRE por los daños ocasionados a la 
propiedad por el paso del huracán María.  

 

7. Luego de culminar la investigación de la reclamación, el 
8 de mayo de 2018, MAPFRE cursó a la demandante una 
carta, por conducto de su productor de seguros, donde le 
informó que el ajuste de su reclamación por daños a la 
propiedad ascendía a $2,250.75, le incluyó el detalle del 
ajuste, y le advirtió del derecho a solicitar 
reconsideración.  

 

8. Junto con esa carta, MAPFRE incluyó el cheque número 
1815964, por la suma de $2,250.75.  

 

 
1 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 24-38. 
2 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 26-27 
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9. En la parte frontal del cheque aparece el número de 
póliza, el número de pérdida o de reclamación, y el 
concepto: “PAGO DE RECLAMACIÓN POR DAÑOS 
OCASIONADOS POR EL HURACÁN MARÍA EN 
09/20/2017.” 

 

10.  En el reverso del cheque y cerca del espacio para endoso 
se desprende lo siguiente: “pago total y definitivo de toda 
obligación, reclamación o cuenta comprendida en el 
concepto indicado en el anverso.” 

 

11. La demandante aceptó, endosó, cambió o depositó el 
cheque y obtuvo su importe.  

Además, anejó los siguientes documentos relevantes: (1) 

póliza del seguro;3 (2) acuse de recibo de reclamación;4 (3) carta de 

8 de mayo de 2018 sobre ajuste de reclamación de daños;5 (4) foto 

copia del cheque núm. 1815964, por la cantidad de $2,250.75 en la 

que se evidencia el cobro del mismo.6 En síntesis, MAPFRE adujo 

que no existía controversia para resolver por sentencia sumaria, 

pues se había configurado el pago en finiquito por los daños 

reclamados. 

Así las cosas, el 8 de abril de 2020 el TPI emitió una orden al 

Centro de Restauración Familiar en la que le otorgó un plazo hasta 

el 7 de mayo de 2020 para oponerse a la solicitud de sentencia 

sumaria.7 

Sin embargo, el 15 de julio de 2020 el Centro de Restauración 

Familiar presentó una moción de prórroga de 20 días, debido a la 

pandemia del covid-19, una confusión con las pólizas y al 

fallecimiento del socio del bufete, licenciado Carlos del Valle.8 

No obstante, el 21 de julio de 2020 el TPI declaró no ha lugar 

y académica dicha solicitud de prórroga,9 pues ese mismo día 

 
3 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 39-42. 
4 Véase, apéndice del recurso, a la pág. 43. 
5 Véase, apéndice del recurso, a la pág. 44. 
6 Véase, apéndice del recurso, a la pág. 54 
7 Véase, apéndice del recurso, a la pág. 55. 
8 Cabe indicar que el Tribunal Supremo de Puerto Rico emitió la Resolución EM-

2020-12 en la que extendió los términos para la presentación de los escritos 
judiciales que vencían entre el 16 de marzo y el 14 de junio de 2020, hasta el 15 

de julio de 2020. In re: Medidas Judiciales ante la situación de emergencia de salud 
por el Covid-19, emitida el 22 de mayo de 2020, 2020 TSPR 44. 
9 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 62-63. 
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notificó la Sentencia apelada.10 Allí, declaró con lugar la solicitud de 

sentencia sumaria presentada por MAPFRE sin hacer 

determinaciones de hechos incontrovertidos; así, concluyó que 

aplicaba la doctrina de pago en finiquito, por lo que desestimó con 

perjuicio la demanda del Centro de Restauración Familiar.  

 El 5 de agosto de 2020 el Centro de Restauración Familiar 

presentó una moción de reconsideración.11 En síntesis, adujo que 

existían controversias de hechos, dado que MAPFRE no probó que 

actuó de buena fe al evaluar los daños. Además, indicó que existía 

controversia en el alegado pago en finiquito, pues la carta con fecha 

del 8 de abril de 2018 instaba a aceptar y cambiar el cheque de pago, 

por lo que ello daba al traste la referida doctrina de pago en finiquito. 

Así, anejó los siguientes documentos: (1) carta informativa sobre el 

proceso de reconsideración de reclamaciones de huracanes;12 (2) 

estimado de daños de la propiedad del Centro de Restauración 

Familiar;13 y (3) sentencia del 30 de junio de 2020 en el caso 

KLAN202000019 del Tribunal de Apelaciones.14 

El 6 de agosto de 2020 el TPI declaró sin lugar la solicitud de 

reconsideración.15 

El 8 de septiembre de 2020 el Centro de Restauración Familiar 

acudió ante nos y señaló el siguiente error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al determinar que se 
habían configurado los elementos necesarios para aplicar la 
doctrina de pago en finiquito y que no existían hechos 
materiales en controversia y proceder a declarar ha lugar la 
moción de sentencia sumaria, desestimando así la demanda.  

 

Por su parte, el 2 de octubre de 2020 MAPFRE presentó su 

alegato en oposición.  

 

 
10 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 65-68.  
11 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 69-96.  
12 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 97-98. 
13 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 99-148. 
14 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 149-161. 
15 Notificada en la misma fecha.Véase, apéndice del recurso, a la pág. 163.  
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-II- 

-A- 

Sabido es que en nuestro ordenamiento el mecanismo de 

sentencia sumaria procura aligerar la tramitación de aquellos casos 

en los cuales no existe una controversia de hechos real y sustancial 

que exija la celebración de un juicio en su fondo.16  

Así, es la Regla 36 de Procedimiento Civil la que regula el 

proceso mediante el cual cualquiera de las partes en un pleito puede 

solicitar al tribunal que dicte sentencia sumaria a su favor.17 Por lo 

tanto, cuando cualquier parte reclamante solicite que el pleito sea 

resuelto por la vía sumaria, deberá demostrar en su solicitud, “la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes, para que el tribunal dicte sentencia sumariamente a su 

favor sobre la totalidad o cualquier parte de la reclamación”.18 

De modo que —el criterio rector al momento de considerar la 

procedencia de un dictamen sumario— es que no haya controversia 

sobre los hechos esenciales y pertinentes, según alegados por las 

partes en sus respectivas solicitudes y/o oposiciones, y que solo 

reste aplicar el Derecho.19  

La fórmula, debe ser, por lo tanto, que la moción de sentencia 

sumaria adecuadamente presentada solo puede negarse si la parte 

que se opone a ella presenta una oposición basada en hechos que 

puedan mover a un juez a resolver a su favor.20 Si el juez se convence 

de que no existe una posibilidad razonable de que escuchar lo que 

lee no podrá conducirlo a una decisión a favor de esa parte, debe 

dictar sentencia sumaria.21  

 
16 Rodríguez García v. UCA, 200 DPR 929 (2018). 
17 32 LPRA Ap. V, R. 36. 
18 32 LPRA Ap. V. R. 36.1, 36.2. 
19 Velázquez Ortiz v. Mun. de Humacao, 197 D.P.R. 656, 661 (2017); Rodríguez 
García v. UCA, supra. 
20 Id. 
21 Id. 
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Quiere decir que —en ausencia de una controversia de hechos 

materiales discernible— corresponderá a los tribunales aplicar el 

Derecho y resolver conforme al mismo.22 En cambio, el TPI no deberá 

dictar sentencia sumaria cuando: (1) existen hechos materiales 

controvertidos; (2) hay alegaciones afirmativas en la demanda que 

no han sido refutadas; (3) surge de los propios documentos que se 

acompañan con la moción una controversia real sobre algún hecho 

material; y (4) como cuestión de derecho no procede. 

Por último, es menester reiterar que al ejercer nuestra función 

revisora sobre decisiones en las que se aprueba o deniega una 

solicitud de sentencia sumaria, nos encontramos en la misma 

posición que los foros de primera instancia. 23 Siendo la revisión una 

de novo, debemos ceñirnos a los mismos criterios y reglas que 

nuestro ordenamiento le impone a estos y debemos constatar que 

los escritos de las partes cumplan con los requisitos codificados en 

la Regla 36 de Procedimiento Civil. 24 A tenor con lo antes expuesto, 

nuestro más alto Foro ha pautado lo siguiente:  

[e]l Tribunal de Apelaciones debe revisar si en realidad existen 
hechos materiales en controversia. De haberlos, el foro 
apelativo intermedio tiene que cumplir con la exigencia de la 
Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe exponer 
concretamente cuáles hechos materiales encontró que están 
en controversia y cuáles están incontrovertidos. […].  

[Por el contrario], de encontrar que los hechos materiales 
realmente están incontrovertidos, el foro apelativo intermedio 
procederá entonces a revisar de novo si el Tribunal de Primera 

Instancia aplicó correctamente el Derecho a la controversia. 25  
 

Desde luego, el alcance de nuestra función apelativa al 

intervenir en estos casos no comprenderá la consideración de 

prueba que no fue presentada ante el foro de primera instancia ni la 

adjudicación de hechos materiales en controversia.26  

 

 
22 Rodríguez García v. UCA, supra. 
23 Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 118 (2015). Véase, 

además, Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308 (2004).  
24 Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 118. 
25 Id., págs. 118-119. 
26 Ibid. 
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-B- 

La doctrina de acuerdo y pago en finiquito, o “accord and 

satisfaction, es una de las formas de extinción de las obligaciones 

contractuales, además de una modalidad del contrato de 

transacción.27 La aplicación de esta doctrina exige la presencia de 

los siguientes elementos: (1) una reclamación ilíquida o sobre la cual 

exista controversia bona fide; (2) un ofrecimiento de pago por el 

deudor; y (3) una aceptación del ofrecimiento de pago por el 

acreedor.28 En cuanto al primer requisito, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico exigió no solo la iliquidez de la deuda, sino la “ausencia 

de opresión o indebida ventaja de parte del deudor” sobre su 

acreencia.29 Por otra parte, el ofrecimiento de pago debe ir 

acompañado por declaraciones o actos que claramente indiquen que 

el pago ofrecido por el deudor al acreedor es en pago total, completo 

y definitivo de la deuda existente entre ambos. Por último, en cuanto 

al tercer elemento —la aceptación por parte del acreedor— este 

requiere de actos afirmativos que claramente indiquen la 

“aceptación de la oferta”.30  

En virtud de lo antes expuesto, presente el primer elemento 

—iliquidez de la deuda y ausencia de opresión del deudor— se 

entiende que una vez el deudor hace el ofrecimiento de pago sujeto 

a la condición de que el aceptarlo se entenderá en saldo de la 

reclamación, el acreedor está impedido de reclamar la diferencia 

entre lo recibido y lo reclamado por el deudor.31 

 
27 A. Martínez & Co. v. Long Const. Co., 101 DPR 830, 834 (1973); López v. South 
P.R. Sugar Co., 62 DPR 238 (1943).  
28 H.R. Elec., Inc. v. Rodríguez, 114 DPR 236, 240 (1983) citando a López v. South 
P.R. Sugar Co., supra, pág. 244-245. 
29 Id., pág. 241. 
30 Id., pág. 243. 
31 Id. 
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Ahora bien, es importante resaltar que la oferta de pago debe 

hacerse de buena fe y mediante claro entendimiento, la cual 

represente una propuesta para la extinción de la obligación.32 

-III- 

En primer orden, el TPI no concedió la prórroga solicitada por 

el Centro de Restauración Familiar para oponerse a la moción de 

sentencia sumaria, ni declaró con lugar la moción de 

reconsideración en oposición a la sentencia sumaria. Por lo tanto, 

solo tomó en cuenta la solicitud de sentencia sumaria presentada 

por MAPFRE. 

En segundo orden, una lectura de la Sentencia Sumaria 

apelada notamos que el TPI no hizo determinaciones de hechos. 

Es decir, la referida sentencia adoptó, sin más, las determinaciones 

de hechos que hizo MAPFRE en su solicitud de sentencia sumaria. 

En tercer orden, al examinar la moción de sentencia sumaria 

presentada por MAPFRE y la moción de reconsideración en 

oposición a la sentencia sumaria presentada por el Centro de 

Restauración Familiar, evidencian una controversia de hechos bona 

fide sobre la aceptación de pago en finiquito. Veamos.  

En la determinación de hechos núm. 7 presentada por 

MAPFRE en su moción de sentencia sumaria, reza de la siguiente 

forma: 

Luego de culminar la investigación de la reclamación, el 
8 de mayo de 2018, MAPFRE cursó a la demandante una 
carta, por conducto de su productor de seguros, donde le 
informó que el ajuste de su reclamación por daños a la 
propiedad ascendía a $2,250.75, le incluyó el detalle del 
ajuste, y le advirtió del derecho a solicitar 
reconsideración.  

En apoyo a dicha determinación, MAPFRE anejó una carta 

con fecha del 8 de mayo de 2018. Dicha misiva —en el segundo 

párrafo— le notifica al Centro de Restauración Familiar que la 

aceptación del pago no impide que reclame daños que entienda no 

 
32 A. Martínez & Co. v. Long Const. Co., supra, pág. 834. 
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fueron contemplados en ese análisis.  A continuación, exponemos el 

contenido en su totalidad: 

… 

Re: Reclamación de daños ocasionados por el paso del Huracán María 

Póliza Núm.: 1600168001139 

Reclamación Núm.: 20171278298 

 
Estimado (Productor): 

 

Por este medio le informamos que hemos concluido la 

investigación y ajuste de la reclamación de referencia a 

consecuencia del paso del huracán María. Habiendo concluido 
el ajuste incluimos el pago por la cantidad de $2,250.75.  Como 

anejo a la presente comunicación, y en apoyo a nuestra 

valoración, incluimos también el desglose del ajuste por 

estructura asegurada y el detalle del ajuste con la cantidad a 

pagar. 

Aunque el presente pago constituye la indemnización por 
la totalidad de los daños evaluados por MAFRE y 

procedemos con el mismo al cierre de la reclamación, la 

aceptación del mismo no impide que el asegurado reclame 

aquellos daños que entienda no fueron contemplados como 

parte de nuestro análisis.  De entender que no todos los daños 
han sido parte de nuestro análisis el asegurado puede 

presentar una solicitud para reconsideración por escrito, 

explicando las discrepancias y proveyendo evidencia que 

sostenga las discrepancias señaladas, enviando su 

comunicación a una de las siguientes:  

• Dirección postal: MAPFE 

Depto. de Reclamaciones Propiedad 
P.O. Box 70333 

San Juan, PR 00936-8333 

• Correo electrónico: reconsideracionescomerciales@mapfrepr.com 

 
Una vez recibida su comunicación se le proveerá una cita para atender 

su reconsideración. 

Con el recibo de la presente comunicación usted se compromete a: 1) 
entregar la misma al asegurado dentro de un término no mayor de 

cinco (5) días contados desde el recibo de la carta; e 2) informar al 

asegurado del procedimiento de reconsideración disponible en caso de 

que existan discrepancias en relación al ajuste realizado. 

 

Cordialmente, 
 

Departamento de la Propiedad 

MAPFRE PUERTO RICO.33 

Todavía más, el Centro de Restauración Familiar anejó en la 

moción de reconsideración de la sentencia sumaria una carta 

informativa, emitida por MAPFRE en el mes de abril de 2018. Allí, la 

apelada le informa a sus asegurados —comerciales y personales— 

sobre el proceso de reconsideración de reclamaciones de los 

huracanes Irma y María.34 En cuanto al cobro de cheques, en 

específico, la página núm. 2 de la misiva expresa lo siguiente: 

… 
 

 
33 Véase, apéndice del recurso, a la pág. 44. Énfasis nuestro. 
34 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 97-98. 

mailto:reconsideracionescomerciales@mapfrepr.com
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En las reclamaciones comerciales, MAPFRE, luego de 
valuar la solicitud de reconsideración del asegurado, y de 
asegurarnos de que cumple con los requisitos antes 
enumerados, se comunicará con el productor para 
proveerle una cita. 
 
Recomendamos, que en los casos en que el asegurado 
haya utilizado algún profesional, venga acompañado de 
estos para que asistan al asegurado en la discusión de 
aspectos técnicos o que requieran conocimiento 
especializado como parte del ejercicio de reconsideración. 
 
El cobro del cheque enviado es perfectamente 
compatible con cualquier reconsideración posterior. 
 
En MAPFRE estamos realizando todo nuestro esfuerzo en 
agilizar el pago de las reclamaciones a nuestros 

asegurados y a su vez proveerles un mecanismo para 
dirimir cualquier discrepancia en el proceso de ajuste. 
 
Atentamente, 
 
Alex Negrón Rivera 
Vicepresidente de Ventas.35 

Sin duda alguna, en ambas cartas MAPFRE le informó al 

Centro de Restauración Familiar que el cambio del cheque no 

impedía que el asegurado iniciara una reclamación en 

reconsideración del pago otorgado. Así, MAPFRE extendió un cheque 

por la suma de $2,250.75 a favor del Centro de Restauración 

Familiar por concepto de ajuste de pago de la reclamación. Sin 

embargo, el problema que MAPFRE enfrenta estriba en la carta 

informativa de abril de 2018 y, en la carta de ajuste de reclamación 

del 8 de mayo de 2018, en la que expresamente exhortó:  

“El cobro del cheque enviado es perfectamente compatible con 

cualquier reconsideración posterior”.36 
 
“Aunque el presente pago constituye la indemnización por la 
totalidad de los daños evaluados por MAFRE y procedemos con el 

mismo al cierre de la reclamación, la aceptación del mismo no 

impide que el asegurado reclame aquellos daños que entienda no 

fueron contemplados como parte de nuestro análisis”.37 
 

En resumen, un examen objetivo de dichos documentos 

demuestra que no existe un mensaje o exhortación que 

razonablemente se pueda entender que la firma del cheque 

constituía una aceptación total o final de pago.  

 
35 Véase, apéndice del recurso, a la pág. 98. Énfasis nuestro. 
36 Véase, la carta informativa de abril de 2018, en el apéndice del recurso, a la 

pág. 98. 
37 Véase, la carta del 8 de mayo de 2018, en el apéndice del recurso, a la pág. 44. 
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Por último, razonamos que el texto contenido al anverso y al 

dorso del cheque,38 el cual, en efecto, fue endosado y cambiado por 

la parte apelante, no constituye un claro entendimiento —para de 

por sí— se pueda tomar como pago en finiquito. Máxime, cuando 

MAPFRE acompañó con dicho cheque una carta en la que indicó que 

la aceptación del mismo no impedía que el Centro de Restauración 

Familiar reclamase aquellos daños que entendiera no fueron 

contemplados como parte del análisis que hizo la aseguradora. 

Súmese además, que en la moción de reconsideración de la 

sentencia sumaria, la parte apelante presentó un documento de 

estimado de daños,39 que se opone al desglose de ajuste de daños 

que hizo MAPFRE.40 

A tono con lo anterior, el Centro de Restauración Familiar no 

cambió el cheque bajo el claro entendimiento de que el mismo 

finiquitaba la reclamación. Por el contrario, las cartas antes 

mencionadas que MAPFRE PRAICO emitió, ciertamente 

demuestra mala fe en la expedición del pago, al pretender 

extinguir la obligación con información contradictoria que  

instaba a aceptar el pago y reconsiderar el mismo. 

-IV- 

 Por las razones antes expuestas, revocaría la Sentencia 

Sumaria apelada. Así, emito, con mucho respeto a mis colegas, este 

voto disidente. 

 

Hon. Roberto Rodríguez Casillas 
 Juez de Apelaciones.  

 

 
38 Véase, el cheque #1815964 emitido por MAPFRE a favor del apelado el 5 de 
octubre de 2018 por la suma de $2,250.75, a la pág. 54 del apéndice del recurso. 
39 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 99-148 
40 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 39-42. 


